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1. ASUNTO  

1.1. Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la acción de tutela interpuesta por el doctor Jaime Robledo Toro dirigida en contra de la decisión tomada el 13 de noviembre de 2015 por el doctor Alejandro Restrepo Zuluaga quien actuó como Conjuez del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda dentro del proceso radicado al No.66001-23-33-002-2014-00236, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la justicia y el desconocimiento del derecho sustancial con base en los siguientes hechos:

· En su calidad de Magistrado de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, convocó a la Nación - Rama Judicial ante la Procuraduría General de la Nación para conciliar, previo al ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, “a fin obtener la nulidad de los Siguientes Actos Administrativos: oficio No. DESAJP1071/10 del 27 de septiembre de 2010 de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial mediante el cual se le negó petición de inaplicabilidad del Decreto 4040 de 2004; Resolución No. 4913 del 7 de diciembre de 2010 por la cual se ordenó un reintegro, y del oficio DESAJP13-933 del 30 de septiembre de 2013, con el que se dio respuesta a un derecho de petición y mediante el cual nuevamente se negaron las pretensiones de inaplicabilidad del Decreto 4040 de 2004.
· Ocupa el cargo de Magistrado de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, en Propiedad y sin solución de continuidad desde el 29 de mayo de 1998, y hasta la fecha de presentación de la Conciliación (16 de octubre de 2013).
· Por virtud del Decreto 610 de 1998 los funcionarios de Tribunales y Consejos Seccionales de la Judicatura devengan el 80% del salario de un Magistrado de Alta Corte, pero entre el 1o de agosto de 2010 al 26 de enero de 2012 y en períodos anteriores, se les ha pagado por debajo de ese 80% del Salario indicado.
· El accionante solicitó que se inaplicara por motivos de ilegalidad el Decreto 4040 de 2004 y en consecuencia se realizara la cancelación de los dineros dejados de pagar correspondientes a sus nóminas entre el 1o de agosto de 2010 y el 26 de enero de 2012, o los períodos anteriores que se hayan dejado de cancelar, hasta completar el 80% de lo devengado por un Magistrado de alta Corte, en los términos señalados en el Decreto 610 del 26 de marzo de 1998. Entre las pruebas que acompañaron a la solicitud de conciliación se relacionan: fotocopia de la Cédula de Jaime Robledo Toro, Resoluciones de nombramiento como Magistrado en Propiedad, Acta de posesión del 29 de mayo de 1998, Derecho de petición Radicado como Oficio No. CSJRSA13-1059 del 25 de septiembre de 2013 y oficio No. DESAJP13-933 del 30 de septiembre de 2013 de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Pereira (tal y como Consta en la Providencia Judicial del trece (13) de noviembre de dos mil quince (2015). Radicado No. 66001-23-33-002-2014-00236-00).
· La solicitud de Conciliación correspondió a la Procuraduría No. 37 Judicial II para Asuntos Administrativos, la cual fijó fecha para audiencia el 12 de diciembre de 2013, la que por mutuo acuerdo entre el Convocante y el Convocado, se aplazó para el día 23 de diciembre de 2013.
· El convocado (Nación - Rama Judicial), ofreció un total de treinta y nueve millones cuatrocientos diez mil setecientos sesenta y ocho ($39.410.768) pesos, advirtiendo que el pago se haría sin los reconocimientos de indexación e intereses, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 192 del CPACA, adjuntando certificación expedida y suscrita por la Secretaria Técnica del Comité de Conciliación y Defensa Judicial.
· El Convocante (Dr. Robledo Toro) manifestó que se adhería a la oferta en el sentido de llegar a una conciliación sobre el asunto. El procurador Judicial a cargo del trámite conciliatorio prejudicial consignó en el acta correspondiente, el acuerdo logrado, el cual tiene obligaciones claras, expresas y exigibles.
· El 17 de noviembre de 2015, el Conjuez Dr. ALEJANDRO RESTREPO ZULUAGA, mediante Providencia Judicial del trece (13) de noviembre de dos mil quince (2015), bajo el radicado No. 66001- 23-33-002-2014-00236-00, resolvió improbar la conciliación prejudicial suscrita el 12 de diciembre de 2013 ante la Procuraduría Judicial No. 37 de Pereira (Rda.) entre el accionante y la Nación – Rama Judicial.
El accionante adjuntó copia de la decisión tomada el 13 de noviembre de 2015 por el doctor Alejandro Restrepo Zuluaga, Conjuez del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda (folios 16-30)

En el acápite de pretensiones de la acción de amparo, el actor solicitó que se decrete la nulidad de la providencia judicial del 13 de noviembre de 2015 radicado No. 66001- 23-33-002-2014-00236-00 por cuanto en la misma se incurrió en “defecto procedimental absoluto, defecto sustantivo y desconocimiento del precedente judicial” en sus consideraciones y su parte resolutiva.
2.2.  Como quiera que de la lectura de la acción constitucional que promueve el doctor Jaime Robledo Toro se evidencia que la misma está dirigida en contra de la decisión tomada el 13 de noviembre de 2015 por el doctor Alejandro Restrepo Zuluaga, quien actuó como Conjuez del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, advierte que este Tribunal no es competente para dar trámite a la presente acción constitucional.

2.3. El Decreto 1382 de 2002, en materia de competencia, establece que:

“ARTICULO 1º-Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: (…) 

2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.   (…)”

2.4.  El numeral 2º del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15 que estableció las reglas para el reparto de la acción de tutela dispuso “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado (…)”

2.5. La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la presente acción de tutela y ORDENA remitirla al Consejo de Estado para que sea repartida entre los integrantes de esa Corporación. 

Infórmese a la parte accionante al respecto.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:      Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible.      Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación).  Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia. Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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